Orden JUS/…/2012, de … de …., por la que se establecen los precios públicos para la reproducción de documentos custodiados en el Archivo General del Ministerio de Justicia
MEMORIA DE ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO
Presentación.

El artículo 24 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre del Gobierno, señala en la letra a) de su número 1 que:
“La elaboración de los reglamentos se ajustará al siguiente procedimiento:
La iniciación del procedimiento de elaboración de un reglamento se llevará a cabo por el centro directivo competente mediante la elaboración del correspondiente proyecto, al que se acompañará un informe sobre la necesidad y oportunidad de aquél, así como una memoria económica que contenga la estimación del coste a que dará lugar”
Por su parte, el artículo 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres indica que:
“Los proyectos de disposiciones de carácter general y los planes de especial relevancia económica, social, cultural y artística que se sometan a la aprobación del Consejo de Ministros deberán incorporar un informe sobre su impacto por razón de género”.
En esta memoria del análisis del impacto normativo se agrupan las memorias estudios e informes sobre la necesidad del proyecto, así como la memoria económica y el informe de impacto de género, previstos en la Ley del Gobierno. Para la elaboración de la memoria se ha tenido en cuenta la estructura prevista en el Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la memoria del análisis del impacto normativo.

El presente documento se redacta en cumplimiento a lo prescrito en dichas disposiciones.

JUSTIFICACION DE LA MEMORIA ABREVIADA

En cumplimiento del artículo 3 del Real Decreto 1083/2009, se ha seguido el procedimiento establecido en el mismo sobre la realización de una Memoria abreviada. El motivo es que de la presente propuesta normativa no se derivan impactos apreciables en alguno de sus ámbitos, tales como el de género, ya que esta Orden consiste en cubrir los gastos que se generan como consecuencia de reproducciones de documentos.
Sí va a tener una consecuencia en el presupuesto de ingresos del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, en el que se ingresarán las cantidades abonadas por estos conceptos pero sólo cubrirán los gastos que los mismos ocasiona al Ministerio de Justicia en el caso de reproducciones documentales con fines de estudio e investigación. Mientras que los ingresos ocasionados por cesión de reproducciones con fines venales sí reportarán unos ingresos netos en el presupuesto de ingresos del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

Por lo demás, carece de impacto económico general y de efectos en la competencia del mercado.

La propuesta normativa no tiene impacto por razón de género, pues las medidas que en él se establecen repercuten de igual manera y de forma independiente del sexo de los funcionarios y de las personas solicitantes, respetándose plenamente el principio de equidad entre ambos sexos en este ámbito.

BASE JURÍDICA Y RANGO DEL PROYECTO NORMATIVO
Se trata de una propuesta con rango de Orden Ministerial, dado que La Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, señala en su artículo 26.1 que el establecimiento o modificación de la cuantía de los precios públicos se hará por orden del departamento ministerial del que dependa el órgano que ha de percibirlos y a propuesta de éste. En este caso concreto el órgano afectado es el Archivo General del Ministerio de Justicia, adscrito a la Subdirección General de Documentación y Publicaciones, órgano que realiza la propuesta.
OPORTUNIDAD DE LA NORMA

El proyecto surge ante la necesidad de cubrir los gastos que ocasiona las solicitudes de reproducción de  documentos que recibe el Archivo General de este Ministerio y que se han incrementado notablemente en los últimos años y presentan un carácter cada vez más diversificado, en función de los nuevos soportes y métodos de reproducción y transmisión surgidos del desarrollo tecnológico, todo lo cual contribuye a hacer más compleja y gravosa la gestión y ejecución de estos servicios por parte del Archivo, por lo que se hace necesario establecer unos precios públicos unitarios para las reproducciones de  documentos del Archivo General  dependiente del Ministerio de Justicia.

La aprobación de esta Orden ministerial tiene su fundamento primero, en un elemento de equidad pues los costes que originen estas solicitudes por parte de algunos ciudadanos no debe ser costeado por las arcas públicas, y en segundo lugar por la situación económica actual que ha llevado a una reducción del presupuesto de gastos de cada organismo, eliminando aquellos gastos que no respondan estrictamente al concepto de función pública, como sucede en estos casos.

Esta Orden tiene como objetivo cubrir los gastos que ocasionan las solicitudes de reproducciones documentales ya sean con fines de estudio e investigación o por cesión de reproducciones con fines venales.

DESCRIPCIÓN DEL CONTENIDO Y DE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO
La Orden consta de cinco artículos, de una disposición adicional, de una disposición derogatoria y de dos disposiciones finales, además de dos anexos. En concreto:

· Artículo Primero. Objeto
· Artículo Segundo. Ámbito de aplicación
· Artículo Tercero. .Precios públicos. Forma de pago 
· Articulo Cuarto. Gestión económico-administrativa
· Artículo Quinto. Suscripción de Convenios
· Disposición adicional única. Recursos administrativos
· Disposición derogatoria única. Derogación normativa
· Disposición final primera. Delegación de competencias en la Subsecretaría del Ministerio de Justicia.

· Disposición final segunda. Entrada en vigor
· Anexo I. Precios públicos por servicios de reproducción de documentos, expedición de certificaciones y cesión de reproducciones 
· Anexo II. Modelo de solicitud e ingreso
La Orden Ministerial no introduce ningún nuevo concepto jurídico, diferente a los introducidos por otras órdenes ministeriales que regulan el establecimiento de los precios públicos para el cobro de reproducción de documentos, tales como la Orden 
 CUL/1077/2011, de 25 de abril, por la que se fijan los precios públicos de determinados servicios prestados por los órganos centrales del Ministerio de Cultura.
La Orden consiste en establecer los precios públicos por la prestación de servicios de reproducción de  documentos con fines de estudio e investigación (fotocopias, impresiones, imágenes capturadas, expedición de certificaciones) y por la cesión de reproducción con fines venales.
LISTADO DE NORMAS QUE QUEDAN DEROGADAS
Con la presente Orden no se deroga ninguna norma en concreto, sólo de manera general se indica que quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en esta Orden.
IMPACTO PRESUPUESTARIO

El impacto presupuestario consistirá en la estimación de unos ingresos anuales de aproximadamente 32.000 euros, resultado de aplicar las cantidades fijadas en el anexo I de esta Orden por un número de solicitudes que es la media del número de solicitudes realizadas en cada uno de los últimos años.

En concreto, la cantidad de 32.000 euros es una estimación realizada  sobre el número de fotocopias, impresiones y fotografías (capturas de cámara) solicitadas por los investigadores a lo largo de un año (unas 13.000) multiplicadas por los precios detallados en el anexo I de la Orden Ministerial (servicios de reproducción con fines de estudio e investigación). Y además se ha estimado los ingresos que podían haberse reportado como consecuencia de cesión de reproducción con fines venales (para libros, revistas o periódicos, para exposiciones, para audiovisuales o para reproducción en Web), a lo largo de un año.

IMPACTO POR RAZÓN DE GÉNERO

Por lo que se refiere al impacto de género, no existen desigualdades de partida en relación a la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, y no se prevé modificación alguna de esta situación, ya que esta Orden consiste en cubrir los gastos que se generan como consecuencia de reproducción de documentos. Y del mismo  se desprende que carece de efecto alguno y, por tanto, de impacto nulo por razón de género, ya que las medidas que en él se establecen repercuten de igual manera y de forma independiente del sexo de los funcionarios y el de las personas solicitantes, respetándose plenamente el principio de equidad entre ambos sexos en este ámbito.

Madrid, 11 de abril de 2012
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